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como posible argumento justificador de la postura negadora de la Sirm 1 su no inclusión en el 
Codex Theodosianus. Ahora bien, su no inclusión lo que claramente revela, dada la técnica de 
innovación legislativa de la época, es la voluntad del Imperio de disminuir el poder de los 
obispos a mediados del siglo V, pero no la falsedad de la Sirm 1. Incluso, bien entendido, es 
un argumento que más fácilmente puede reforzar la autenticidad de la constitución18.

Parece ser, pues, que lo que está en el núcleo de la problemática es lo que de chocante pueda 
tener para la concepción de lo que deban ser las relaciones entre comunidad religiosa y comu­
nidad política, asi como las relaciones entre sus respectivas autoridades. Hay que notar, 
además, que Godofredo fue un destacado y meritorio estudioso de las fuentes, pero que tam­
bién fue una personalidad política de su tiempo, comprometido fuertemente con sus ideales 
político­religiosos. No es casualidad que su postura respecto a las fuentes que nos han llegado 
de la episcopalis audientia sea radical, pues no cabe olvidar el contexto de luchas religiosas en 
las que Europa se hallaba inmersa en aquellos años. Ciertamente, una mentalidad imbuida de 
eclesiología protestante, concretamente calvinista, va a tener sin duda dificultad para admitir la 
posibilidad de lo que puede llegar a entenderse como traspaso de poder ­en el ámbito de la 
jurisdicción­ desde las autoridades civiles a las religiosas, y que esto hubiera sido permitido 
por la Iglesia en los primeros siglos del cristianismo19.

18 Es interesante lo que, en lo relativo a este punto, señala Vismara sobre la Francia meridional de la primera mitad del 
siglo V: “L ’obbligo del consenso delle parti per introdurre un processo nel tribunale episcopale non fu accolto nella 
Gallia meridionale. 11 numero dei manoscritti della Collezione sirmondiana, e in particolare della costituzione Sirm. 1 
e la tradizione di questa, in fonti piú tarde, provano la vitalitá della disciplina costantiniana attraverso i secoli.
Fonte del diritto vigente nel territorio di Arles per la ‘episcopalis audientia’, como per altri istituti, non é dunque il 
códice, testo del diritto ufficiale dell’impero, ma una legge piü antica, nel caso una legge di Costantino, che non era 
mai stata abrogata e si era conservata intatta nella tradizione lócale, integrata dalle norme ecclesiastiche che si erano 
sviluppate sulla base del precetto paolino” (G. V i s m a r a , La giurisdizione.cit., p. 162 s.).
19 Para hacerse una idea cabal de la problemática creada en tomo a las fuentes sobre la institución de la episcopalis 
audientia, así como de las diversas posturas doctrinales al respecto, son muy valiosas las dos monografía italianas (de 
Rosa María Cimma y de Giulio Vismara) citadas en este trabajo. A ellas remito, no sin añadir que la de Cimma es 
especialmente útil para un estudio de las posturas doctrinales, si bien, a mi modo de ver, las conclusiones vienen a ser 
más acertadas en el trabajo de Vismara. Al margen de otras consideraciones, este autor se ha dedicado al estudio de la 
episcopalis audientia en un largo arco de tiempo: publicó su primera monografía acerca de este tema en 1937, lo que 
le debe haber permitido ser un privilegiado espectador de las distintas tomas de postura de los autores hasta la publi-
cación, en 1995, de su libro aquí citado, segundo dedicado monográficamente al mismo tema.

EL PRO CESO  E N  LA  LEG ISLACIO N IN D IA N A : SU S PEC U LIA R ID A DES E N  R EL A -
CION C O N  EL DESAR R O LLO  D EL PROCESO EN  LA  CO R O N A  D E CA STILLA .

Fernando de Arvizu y Galarraga 
(iConferencia Inaguraí)*

Quiero, en primer lugar, agradecer al prof. R ascón, m i querido am igo y  co lega  -pues lo  
es por este orden- el alto honor que m e h izo , ofreciéndom e la lección  de apertura de este 
III C ongreso de la  Sociedad Iberoamericana de D erecho Romano.

Para corresponder debidam ente a esta deferencia, bueno será em pezar d iciendo que no 
cabe esperar de quien no es romanista, un estudio porm enorizado de las huellas romanas 
en el proceso castellano, luego trasplantado a Indias. Sim plem ente, quiero tratar de res-
ponder a una pregunta, que m e he form ulado m uchas veces, al tratar de tem as indianos, 
que son uno de lo s  cam pos preferentes de m i investigación.

Si en principio, toda la legislación  castellana se traslada en bloque a las indias, y  ex is-
te una norm ativa procesal en la  N ueva R ecopilación  Castellana,

¿Cuál es el m otivo de que en el libro V  de la 'Recopilación de L eyes de Indias' se  
encuentran varios títulos específicam ente referidos al D erecho procesal indiano?

U na primera aproxim ación cronológica puede dam os algunas pistas, de orden instru-
m ental y  extem o: la N ueva R ecopilación  de C astilla es de 1567. La especificidad de las 
Indias, dado su alejam iento y  la diversidad de la población en aquellos reinos, m otiva que, 
cuando se prom ulga la R ecopilación  Indiana, en 1680, se incluyan leyes procesales que se 
han ido prom ulgando para aquellos territorios, desde el sig lo  XVI.

Pero esto  está lejos de satisfacem os plenam ente, y  adem ás, de parar aquí, quedaría sin 
objeto esta ponencia introductoria. Lo que pretendo es llegar más allá, al m ism o conteni-
do de la leg islac ión  procesal indiana, y  ver cuál es la raíz de esa legislación  especial.

En el m encionado libro, tratan sobre e l proceso el título X , de los p leitos y  sentencias; 
el X I, de las recusaciones, el XII, de las apelaciones y  suplicaciones, y  el XIII, de la segun-
da suplicación.

Vayam os directamente con  el primero, que contiene una serie de d isposiciones hetero-
géneas, p ues recoge d isposiciones que n o  tenían m ejor encaje en otros títulos del libro.

En las Indias, la cuantía m ínim a para poder abrir un proceso civ il es de 20  pesos. N o  
sabem os exactam ente a qué equivalían estos 2 0  pesos. En C astilla se exigían 1.000 mara-
ved ís, pero ya en 1563, la Ordenanza de A udiencias para las Indias había reducido tal cuan-
tía a 400 , debiéndose, en montantes inferiores, no había sino averiguación sumaria de la  
verdad, sin  estrépito ni figura de ju icio  (1 .1).

E s norm al la  reducción de las cuantías cuando se  trata de ejecutar sentencias de la ju s-
ticia  m unicipal en  lugares donde residiere la A udiencia, aunque entre tanto, pueda apelar-
se sobre ellas. En Indias, la  cuantía es de 3 .000  mrs, mientras que en Castilla es  de 10.000  
( 1.2).

La ejecución  de una sentencia 'en revista' es decir, en segunda instancia por la m ism a  
A udiencia, debe ejecutarse sin m ás trámite ni ulterior recurso, excepto s i puede interpo-
nerse la segunda suplicación ante C onsejo de Indias. Lo m ism o ocurría en  Castilla cuando 
se trataba de sentencias de jueces designados por el rey (1.5).
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C om o es sabido, el tráfico m ercantil con  las Indias estaba m onopolizado en la Casa de 
Contratación de Sevilla , que era consulado de com ercio. E l tráfico de m ercaderías ex ige  
una tramitación m ás breve que los procesos ordinarios. Por ello , no puede extrañar que se  
disponga la ejecución de las sentencias de hasta 10.000 mrs. de cuantía, sin em bargo de 
apelación. E l objeto de esta d isposición  no  es otro que el evitar que los capitanes o m aes-
tros de naves retuviesen a los marineros sus soldadas, y  a los pasajeros sus equipajes, enta-
blando litig ios sobre ello s, y  confiando en el tiem po para no tener que pagar nada, aunque 
perdiesen la apelación (1.6).

D ebieron de existir corruptelas en el exam en de los textigos,pues si por la leg islac ión  
castellana estaba dispuesto que fuesen  exam inados personalm ente por los jueces , tam bién  
se d ió idéntica d isposición  para las indias (1 .7). La m ism a razón de evitar corruptelas ins-
pira la ley  siguiente (1 .8 ), al d isponer que solam ente se  efectuasen los em bargos en los  
supuestos establecidos en las leyes de Castilla. Sabem os de M éxico, el R egidor se había  
quejado al rey de los embargos arbitrarios que se  hacían a sus habitantes probablem ente 
indios.

L os p leitos de indios debían resolverse a verdad sabida, sin  estrépito ni figura de ju i-
cio. Solam ente en asuntos m uy graves, o  sobre cacicazgos, podía incoarse un proceso ordi-
nario (1 .10). Esta especificidad personal de las partes, explica que la  ley  siguiente (1. 11) 
disponga que las riñas entre indios en  las que no m ediaren armas, no  podían considerarse 
delito, ni a efectos procesales ni penales. En Castilla se  reconocía la  disponibilidad de la  
parte agraviada sobre la  acción  penal por riñas sin  armas ni efusión de sangre, só lo  dispu-
ta con  palabras livianas: cuando no hubiere denuncia, o  ésta fuese retirada, el ju ez  no podía  
proceder. A quí se admiten los go lp es o efusión  de sangre que podía hacerse el agresor con  
sus propias manos.

E l título XI, dedicado a las recusaciones, es sum am ente breve, apenas 6 leyes, y  con -
trasta con  el anterior no sólo por su extensión , sino por su hom ogeneidad.

Igual que en Castilla, en las Indias se trataron de evitar las recusaciones m aliciosas, sin  
m otivo suficiente. E l D erecho indiano hace rem isión  expresa a las Ordenanzas de M adrid  
de 1502. E l rey, en d isposiciones particulares, d ispuso que se observase lo  proveído con  
carácter general. Y  las cuantías de las m ultas son  elevadas: 3 .000 mrs. por cada ju ez  recu-
sado indebidam ente, 30 .000  tratándose de alcaldes de Corte o del Crim en, 60 .000  si eran 
oidores (m agistrados de la  A udiencia) ó 120 .000  si era e l presidente de ésta (1.1).

E l escrito de recusación, igual que en Castilla, debe ser firmado por al m enos uno de 
lo s abogados de la parte. Pues b ien , en  las Indias se estableció lo m ism o (1 .2), ya  que la  
audiencia de Panamá dio aviso  a la Corte de que lo s  abogados se negaban a firmar el escri-
to, para no enem istarse con  los jueces.

A dm itido a trámite el escrito de recusación, e l juez debía jurar sobre las causas a lega-
das en  el m ism o. A sí está establecido en C astilla, pero en  las Indias debieron darse corrup-
telas, ya que se estableció (1 .3) que el ju e z  no podía negarse al juramento, ni siquiera a 
jurar hasta dos v eces sobre las m ism as cuestiones.

S i no se  contase con  m agistrados suficientes para conocer del incidente, el presidente 
de la A udiencia (1 .4) nombraría un letrado para que actuase com o oidor. Esto se  haría, 
igual que en  Castilla, cuando los m agistrados deb iesen  votar en discordia, y  se  produjese 
em pate, o  cuando no quedasen oidores su ficientes para el m ínim o de 3.
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El proceso en la legislación indiana... 3

Cuando un juez era recusado, no cabía suplicación, n i por tanto revista del incidente, 
pero sí se admitía contra e l auto en que la recusación se rechazaba, y  así en Castilla com o  
en Indias.

El título XII, dedicado a las apelaciones y  suplicaciones, es m uy extenso. D e las 33 
leyes que contiene, 2 9  están dedicadas a la apelación, dos a la suplicación, y  otras dos son  
com unes a ambas. Tengam os en cuenta que el sistem a administrativo y  judicial de las 
Indias no es el m ism o que en la Castilla peninsular, lo  que explica la m ayor especificidad  
de este título. Por e llo , se regulan los organism os com petentes para conocer de las apela-
ciones (C onsejo de Indias, A udiencias, Ayuntam ientos y C abildos, A lcaldes m ayores o del 
Crimen o Casa de Contratación), así com o los trámites propiam ente dichos de las apela-
ciones.

Veam os, en primer lugar, las apelaciones relacionadas con  p leitos de la Casa de 
Contratación de Sevilla.

D e dicha Casa (ley  1) puede apelarse ante el C onsejo en  sentencias de m ás de 600 .000  
mrs, aunque las partes tienen poder de d isposición  de terminar el p leito  en revista en la  pro-
pia Casa. Lo m ism o se había dispuesto con  carácter particular para la A udiencia de G alicia, 
dado su alejam iento de la Corte.

La denegación de una apelación  por los ju eces de esta Casa (1 .2 ) debe ser m otivada. Si 
es admitida, deben, com o en  Castilla, remitir testim onio de los nom bres de las partes, cuan-
tía del p leito, su materia c iv il o criminal y  la sentencia de que se  apelare, com o ocurre en  
Castilla.

La especificidad de la Casa m otivó que se extendiese a la materia crim inal una le y  cas-
tellana, dada solam ente para cuestiones civ iles, en la que se  autorizaba a poner en libertad 
a un preso por causa no crim inal, que hubiese apelado contra la  sentencia y  dado fianza  
bastante. L os ju eces de esta Casa ponían en libertad a los condenados en causas crim ina-
les que apelaren ante el C onsejo de Indias, lo que tuvo que prohibirse en 1560, en una ley  
que pasó a la R ecopilación  (1.4). Esta ley  se daría con  carácter general, para todo ju ez , en  
la últim a de este título (1 .33).

El alejam iento de la península de las Canarias m otivó que d eb iesen  finalizarse ante su  
A udiencia las apelaciones de sentencias crim inales y  c iv iles de hasta 4 0 .000  mrs. N o  obs-
tante, en casos de pena de muerte, m utilación, pena corporal o destierro, la  apelación debía 
sustanciarse ante el C onsejo (1.5)

Era posib le designar un 'juez de com isión', en e l distrito de una A udiencia, para enten-
der de un caso concreto, lo  que h oy  llamaríamos ju ez  especial. Pues bien, éste debe sen-
tenciar y  otorgar las apelaciones para ante la A udiencia que le nom bró (1.7). En C astilla se  
contem plaba el m ism o supuesto, pero solam ente referido al C onsejo de Castilla. Si se 
extendió a las Indias, fue por la enorm e extensión  del distrito d e las A udiencias indianas.

L os cargos de gobierno debían, al final de su m andato, som eterse a ju ic io  de residen-
cia. Era sustanciado por la A udiencia, y  de él cabía apelación ante e l C onsejo de Indias, 
aunque la pena im puesta fu ese solam ente pecuniaria. Concuerda con  la legislación  caste-
llana, que dispone que las residencias de las v illas de realengo se  sustancien ante el 
C onsejo de Castilla, siendo innecesaria en las Indias, la distinción castellana de v illas de 
señorío, de realengo y  exentas (1.8).

Varias leyes se refieren concretam ente a las apelaciones de sentencias de jueces de pro-
vincia. A sí (1.11), cuando la  A udiencia confirm a la sentencia de un alcalde del crimen, debe
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devolverle el proceso para que se ejecute, sin  permitir que otro juez lo  retenga. En Lim a, 
los escribanos de Cámara de la audiencia retenían los p leitos y  lo s mandaban ejecutar 
directamente. Igual se d ispone en el caso de un A lcalde del Crimen que resuelve una ape-
lación de un A lca lde ordinario. Es, sin m ás, el derecho de la  N ueva R ecopilación , que d is-
pone la que, una v ez  adquirida la calidad de cosa juzgada, debe ser ejecutada la sentencia  
por el ju ez  que la d io  (1 .21)

U n alcalde o juez ordinario, que com enzare un p leito, debe terminarlo, sin que su supe-
rior, el alcalde mayor, pueda ordenarle que se inhiba y  avoque el conocim iento de la causa  
(1.12), y  ello  sin peiju icio  de su com petencia para hacerlo en  apelación, si se interpusiere.

N o  debían ser raras las extralim itaciones en la com petencia por parte de los jueces  
superiores. A sí, los A lca ldes del Crimen son jueces de apelación de causas c iv iles senten-
ciadas por las justic ias ordinarias de la ciudad donde residen, por principio de econom ía  
procesal; pero tienen prohibido conocer de tales apelaciones en casos de sentencias de ju e-
ces de fuera de la ciudad. En Castilla, podían hacerlo dentro del radio de las cinco leguas, 
o rastro, de dicha ciudad. La razón debió ser el cortar abusos (1.16).

En p leitos de cuantías pequeñas, m enos de 60 .000  mrs, sentenciados por la justic ia  
ordinaria, las apelaciones iban para ante los Ayuntam ientos. La Habana, por su condición  
insular, veía  elevada esta cantidad a 90 .0 00  mrs. En Castilla, por su m enor extensión, la 
cuantía era de 2 0 .000  mrs (1.17). Naturalmente, la apelación ha de interponerse ante el 
Ayuntam iento o Cabildo en  cuyo distrito com enzó la causa, com o en C astilla (1.18).

Los F ieles ejecutores, funcionarios m unicipales, pueden im poner m ultas. En cuantía  
inferior a 30 ducados, se apela ante el Cabildo (o Ayuntam iento), y  siendo superior, ante la 
A udiencia. Lo m ism o se d ispone en Castilla, aunque con cuantías diferentes (1 .19). Pero 
de la sentencia dictada por ayuntamientos o D iputaciones de cuantía m enor a 60 .000  mrs, 
no cabe apelación, debiendo ejecutarse inm ediatam ente la sentencia (1 .20 ).

El virrey, com o órgano supremo de adm inistración en el virreinato, em ite acuerdos que 
pueden ser apelados ante la propia A udiencia que él m ism o preside. Este, junto con  los 
oidores, form aba el 'acuerdo', órgano asesor del virrey en materias de gobierno. Pues bien, 
lo s  oidores tienen vo lver a ser m agistrados en caso d e apelación, en cu y o  caso  el virrey no  
puede hallarse presente, n i la A udiencia inhibirse, a no ser que una d isposición  superior lo  
m ande así (1 .24).

Otras leyes solventan litig ios particulares entre A udiencias. Por ejem plo, la goberna-
ción  de Popayán estaba en  los distritos de dos A udiencias, la  de Santa F é y  la  de Quito. Se 
prima a esta últim a sobre la  primera (1 .25) 0  bien, para evitar que los sum arios emprendan  
largos viajes, establecen que el gobernador de la provincia del R ío de la Plata -aún no se 
había creado la A udiencia- conozca en apelación las sentencias de los a lcaldes m ayores en  
los casos que no pueden conocer los ayuntam ientos (1 .27 ), cuantía que, según la leg isla -
ción  de C astilla era de 2 0 .000  mrs, y  en Indias, 60.000.

Si la A udiencia debe conocer en  apelación de causas de cuantía inferior a 6 .000  m rs, la 
sentencia que dieren los oidores no es susceptible de súplica ante la propia A udiencia, y  
debe ser inm ediatam ente ejecutada. Se trata en este caso (1 .29 ) de una rem isión  taxativa al 
D erecho de Castilla en este punto, que se  ordena se  aplicar sin variación en las Indias.

La ley  30 se  refiere al llam ado 'plazo ultramarino' se concibe de m anera diferente a la 
Península. Si un p leito debe ir en apelación al C onsejo de Indias, com o las com unicacio-
n es entre éstas y  la m etrópoli dependían de las armadas -norm alm ente anuales- que circu-
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d evolverle el proceso para que se ejecute, sin  permitir que otro juez lo  retenga. En Lim a, 
los escribanos de Cámara de la audiencia retenían los p leitos y  lo s mandaban ejecutar 
directamente. Igual se d ispone en el caso de un A lcalde del Crimen que resuelve una ape-
lación de un A lca lde ordinario. Es, sin m ás, el derecho de la  N ueva R ecopilación , que d is-
pone la que, una v ez  adquirida la calidad de cosa juzgada, debe ser ejecutada la sentencia  
por el ju ez  que la d io  (1 .21)

U n alcalde o juez ordinario, que com enzare un p leito, debe terminarlo, sin que su supe-
rior, el alcalde mayor, pueda ordenarle que se inhiba y  avoque el conocim iento de la causa  
(1.12), y  ello  sin peiju icio  de su com petencia para hacerlo en  apelación, si se interpusiere.

N o  debían ser raras las extralim itaciones en la com petencia por parte de los ju eces  
superiores. A sí, los A lca ldes del Crimen son jueces de apelación de causas c iv iles senten-
ciadas por las justic ias ordinarias de la ciudad donde residen, por principio de econom ía  
procesal; pero tienen prohibido conocer de tales apelaciones en casos de sentencias de ju e-
ces de fuera de la ciudad. En Castilla, podían hacerlo dentro del radio de las cinco leguas, 
o rastro, de dicha ciudad. La razón debió ser el cortar abusos (1.16).

En p leitos de cuantías pequeñas, m enos de 60 .000  mrs, sentenciados por la justic ia  
ordinaria, las apelaciones iban para ante los Ayuntam ientos. La Habana, por su condición  
insular, veía  elevada esta cantidad a 90 .0 00  mrs. En Castilla, por su m enor extensión, la 
cuantía era de 2 0 .000  mrs (1.17). Naturalmente, la apelación ha de interponerse ante el 
Ayuntam iento o Cabildo en  cuyo distrito com enzó la causa, com o en C astilla (1.18).

Los F ieles ejecutores, funcionarios m unicipales, pueden im poner m ultas. En cuantía  
inferior a 30 ducados, se apela ante el Cabildo (o Ayuntam iento), y  siendo superior, ante la 
A udiencia. Lo m ism o se d ispone en Castilla, aunque con cuantías diferentes (1 .19). Pero 
de la sentencia dictada por ayuntamientos o D iputaciones de cuantía m enor a 60 .000  mrs, 
no cabe apelación, debiendo ejecutarse inm ediatam ente la sentencia (1 .20 ).

El virrey, com o órgano supremo de adm inistración en el virreinato, em ite acuerdos que 
pueden ser apelados ante la propia A udiencia que él m ism o preside. Este, junto con  los 
oidores, form aba el 'acuerdo', órgano asesor del virrey en materias de gobierno. Pues bien, 
lo s  oidores tienen vo lver a ser m agistrados en caso d e apelación, en cu y o  caso  el virrey no  
puede hallarse presente, n i la A udiencia inhibirse, a no ser que una d isposición  superior lo  
m ande así (1 .24).

Otras leyes solventan litig ios particulares entre A udiencias. Por ejem plo, la goberna-
ción  de Popayán estaba en  los distritos de dos A udiencias, la  de Santa F é y  la  de Quito. Se 
prima a esta últim a sobre la  primera (1 .25) 0  bien, para evitar que los sum arios emprendan  
largos viajes, establecen que el gobernador de la provincia del R ío de la Plata -aún no se 
había creado la A udiencia- conozca en apelación las sentencias de los a lcaldes m ayores en  
los casos que no pueden conocer los ayuntam ientos (1 .27 ), cuantía que, según la leg isla -
ción  de C astilla era de 2 0 .0 0 0  mrs, y  en Indias, 60.000.

Si la A udiencia debe conocer en  apelación de causas de cuantía inferior a 6 .000  m rs, la 
sentencia que dieren los oidores no es susceptible de súplica ante la propia A udiencia, y  
debe ser inm ediatam ente ejecutada. Se trata en este caso (1 .29 ) de una rem isión  taxativa al 
D erecho de Castilla en este punto, que se  ordena se  aplicar sin variación en las Indias.

La ley  30 se  refiere al llam ado 'plazo ultramarino' se concibe de m anera diferente a la 
Península. Si un p leito debe ir en apelación al C onsejo de Indias, com o las com unicacio-
n es entre éstas y  la m etrópoli dependían de las armadas -norm alm ente anuales- que circu-
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laban en cada sentido. El plazo comienza a contar desde el día en que saliere de cada pro­
vincia la armada o Navio de registro hacia la península: 8 meses, para los lugares más cer­
canos, y 18 para los más lejanos.

Ahora bien, si es el Consejo de Indias quien sentencia un pleito de residencia o visita 
en grado de vista, no cabe otra instancia, salvo que la sentencia fuere de pena corporal, o 
privación del oficio a perpetuidad (1. 31). Lo mismo ocurre en Castilla.

Cuando los pleitos se remiten al Consejo de Indias, se cita a las partes por una sola vez, 
sin volver a hacerlo de nuevo. Si una de ellas no comparece, o ambas, el pleito se sigue 
'con una sola rebeldía', como en Castilla (1. 32).

El breve título consagrado al recurso denominado 'de segunda suplicación', como los 
anteriores, es quizá el más sistemático de todos. Este era un recurso extraordinario, esta­
blecido para Castilla en el siglo XIV, cuando se disgregan el 'Consejo Real' y la Audiencia, 
hasta entonces unidos en un solo órgano: el Consejo. De las sentencias de la Audiencia 
podía apelarse ante el Consejo 'en segunda suplicación'. Dicho recurso se resolvía sin figu­
ra de juicio, y se llamaba vulgarmente 'de las mil quinientas doblas', cantidad que tenía que 
depositar quien lo interponía, y que no recuperaba si perdía el recurso. Era un recurso sin 
plazos, y de resolución muy lenta, hasta el punto de que pasó al lenguaje vulgar: resolver 
una cosa 'a las mil y quinientas' era resolverla ’ad calendas graecas', sabe Dios cuándo.

La segunda suplicación cabe en las Indias respecto de sentencias de la Audiencia en 
pleitos sobre propiedad ­no sobre posesión­ en cuantía mínima de 6.000 pesos ensayados 
(de a 450 mrs. cada uno). La sentencia se ejecuta, pero la parte beneficiada debe dar fian­
za de devolver lo recibido si el recurrente ganare el recurso. Pero no se respeta el uso de 
no exigir las 1.500 doblas, cosa que sí se exige en Castilla, mediante fianza (1.1). Si el 
recurrente entiende ­contra la Audiencia­ que la cuantía era suficiente para interponer 
segunda suplicación se advertirá de ello por testimonio a la parte a quien beneficia la eje­
cución de la sentencia de la Audiencia, y el Consejo decidirá lo conveniente (1.7). En 
Castilla se admitía este recurso sobre pleitos de propiedad de 3.000 doblas, y de 6.000 
sobre posesión.

La Audiencia, una vez recibido el recurso de segunda suplicación, debe remitirlo al 
Consejo de Indias, sin pronunciarse sobre si procede o no su admisión a trámite, junto con 
el proceso original, del que se saca un traslado, que se guarda en la propia Audiencia (1.2) 
Esta ley es propia de las Indias, sin parangón conocido en Castilla. No se exigen las 1.500 
doblas, pero sí una fianza de 1.000 ducados por si el recurso se rechazare, y de 400 si se 
declarare no haber lugar a él (1.6). También esta ley es original de las Indias.

Son también originales, en razón de la distancia, los plazos para interponer el recurso: 
2 años para Filipinas, 18 meses para las Audiencias de Chile y Charcas y 1 año para las 
demás (1.4).

Llegado el asunto al Consejo, debe ser resuelto el recurso por 5 consejeros, o incluso 
4, si faltare uno. De faltar más, el rey debe hacer los nombramientos correspondientes 
(1.6). Lo mismo se dispone en Castilla.

De las sentencias de los gobernadores y justicias ordinarias dadas donde no hay 
Audiencia, se puede apelar ante ésta, pero ya no cabe segunda suplicación en este caso. 
Igualmente ocurre en Castilla (1.8).

Si es el Fiscal del Consejo quien debe defender el recurso a instancias del fisco, no paga 
derechos por ello. Los procuradores fiscales, en Castilla, no deben pagar derechos, ni en
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las Audiencias ni en el Consejo, ya que representan a la Corona, que no puede deberse ni 
pagarse a sí misma (1.9).

El Consejo, para emitir sentencias, sólo puede examinar los autos tal como se le remi­
tieren, sin admitir nuevas alegaciones o pruebas, con expresa remisión al Derecho caste­
llano (1.10).

Sólo me resta, pues concluir esta breve exposición. Los títulos comentados, contienen 
pocas innovaciones con respecto a la legislación castellana en materia de Derecho proce­
sal. En el título 10, relativo a los pleitos y sentencias, las divergencias se dan por razón de 
las personas a quienes van dirigidas, como los indios, por estar referidas a un órgano espe­
cial (Casa de Contratación) o simplemente difieren del Derecho castellano en las cuantías.

El título de las recusaciones no registra innovación alguna, solamente reitera lo dis­
puesto para Castilla.

En el título 12, consagrado a las apelaciones y suplicaciones, además de modificacio­
nes sobre cuantías, se atiende a la existencia de órganos o funcionarios que no existen en 
Castilla (Virreyes, Casa de Contratación, Oficiales Reales, y Alcaldes del Crimen actuan­
do como jueces de provincia). En otros casos, la distancia explica las divergencias.

El título 13 contiene algunas especialidades propiamente dichas (excluir los pleitos de 
posesión, o la fianza de 1.000 ducados), establece plazos especiales por la distancia o 
atiende a supuestos, también especiales, relacionados con la cuantía.

Por lo tanto, la mayoría de las leyes de estos títulos son leyes castellanas trasplantadas 
a la Recopilación indiana por haber surgido dudas sobre su aplicación, o bien por no obser­
varse, ya por simple negligencia, ya con intención claramente fraudulenta.

Fernando de Arvizu y  Galarraga
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